Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 13 minutos) 

Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“Carpeta N* 1421/2008. Fondo de Garantía para la Reestructuración de Pasivos en las 
Instituciones de Asistencia Médica Colectiva. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes. 


Carpeta N* 1422/2008. Cooperativas de Profesionales de la Salud. Adecuación a la normativa 
vigente para las Cooperativas de Trabajo. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes. 


Solicitud de audiencia de integrantes de la Bolsa Electrónica de Valores del Uruguay S.A. a 
efectos de aportar su visión sobre el proyecto de ley de mercado de valores. 


Solicitud de audiencia de integrantes del Círculo Católico del Uruguay a efectos de aportar su 
visión sobre el proyecto de ley por el que se crea un fondo de garantía para la reestructuración de pasivos 
en las instituciones de asistencia médica colectiva.” 


Se dará cuenta de lo que corresponde y se repartirán los otros asuntos. 


A continuación, la Comisión de Hacienda de la Cámara de Senadores da la bienvenida a la señora 
Ministra de Salud Pública, doctora María Julia Muñoz, a su asesor, el economista Daniel Olesker, al señor 
Ministro Interino de Economía y Finanzas, economista Andrés Masoller y a su asesor, el señor Pedro 
Apesteguía. 


En el orden del día de la sesión de mañana se han incluido dos proyectos de ley que motivan la 
visita de los señores, por lo que, sin más trámite, les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA.- Muchas gracias por recibirnos en la tarde de hoy. 


En realidad, para el Sistema Nacional Integrado de Salud son muy importantes estos proyectos 
de ley que el Poder Ejecutivo ha presentado. Siguiendo el mismo orden que aquí se ha señalado, debo 
decir que uno de los proyectos de ley refiere al Fondo de Garantía para las Instituciones de Asistencia 
Médica Colectiva que estén en estado de insolvencia o grave dificultad económica, y presenten planes de 
reestructuración. Queremos dejar claro que si bien se basa, en lo inmediato, en una institución como el 
CASMU, la norma puede servir para otras que eventualmente deseen hacer uso de ese Fondo de 
Garantía. Por su parte, el resto de los artículos de la iniciativa establece algunas particularidades que 
deben cumplir las instituciones. Una de las más importantes, en el caso de la institución a la que estamos 
haciendo referencia, es la separación del Centro de Asistencia del Sindicato Médico del Uruguay del propio 
Sindicato, en la medida en que el Sistema Nacional Integrado de Salud hace a la necesidad de que los 
médicos agremiados luchen por sus derechos y por las condiciones de trabajo y salario de todas las 
instituciones que integran el sistema, y no precisamente deban tener una institución como modelo de las 
prestaciones, que hoy el Ministerio de Salud Pública, aplicando la rectoría que le marca la ley, ejerce sobre 
la totalidad de las instituciones presentes en el Sistema Nacional Integrado de Salud. Además, esta es una 
de las condiciones que entendemos necesaria para el acceso al fideicomiso que también está planteado en 
el presente proyecto de ley. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Deseo complementar muy brevemente lo 
manifestado por la señora Ministra de Salud Pública, destacando que con este proyecto de ley el Poder 
Ejecutivo pretende colaborar para solucionar los problemas financieros que enfrentan algunas instituciones 
que componen el sistema de salud. Esta iniciativa busca facilitar los procesos de reestructuración de 
instituciones con problemas financieros severos y apoyar a aquellas otras que, aunque no enfrenten 
dificultades por insolvencia, estén interesadas en reestructurar sus pasivos. 


El objetivo del Fondo de Garantía es facilitar los procesos de reestructuración, en particular 
aquellos que tienen que ver con dotar a los procesos de negociación financiera de mayores garantías que 
permitan de algún modo reducir los costos financieros de estas reestructuras y alargar los períodos de 
amortización de las deudas. En este Fondo se vierten recursos de Rentas Generales, sin comisiones 
anuales, hasta un máximo de US$ 15:000.000, lo que permitirá garantizar estos procesos de 
reestructuración. 


Si bien este instrumento ha sido pensado para solucionar el problema particular del CASMU en el 
corto plazo, el objetivo es que no se limite a él, sino que contemple las particularidades de otras 
instituciones que enfrenten dificultades financieras. 


SEÑOR TAJAM..- Quisiera mencionar algo muy sencillo que estuvo presente cuando se consideró el tema 
en la Comisión de Hacienda de la Cámara de Representantes. 


Con respecto al artículo 4%, recuerdo que los términos “tornarse viables”, que figuraban en el 
texto enviado por el Poder Ejecutivo, fueron algo discutidos y se cambiaron por “no logren viabilidad a juicio 
del Poder Ejecutivo”. Vuelvo a plantear ahora la inquietud respecto a cuál sería el significado de la palabra 
“viabilidad” y cuál sería el camino a recorrer para lograr el objetivo de la viabilidad. En consecuencia, me 
gustaría conocer la opinión de quienes nos visitan respecto al significado de la palabra “viabilidad”. 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA.- Me voy a referir, fundamentalmente, a la viabilidad para 
brindar calidad en los servicios asistenciales. Dicha viabilidad figura en todos los manuales de 
administración de los servicios de salud. Además, más allá de los insumos, también exige dotación de 
personal especializado para cada uno de esos servicios. Es decir que todo esto está normatizado. Se trata 
de un término que se usa, que está conceptualmente bien claro desde el punto de vista asistencial y puede 
pautarse perfectamente en la reglamentación de la ley. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- La viabilidad económico financiera de las 
instituciones se mide en función de la capacidad que estas tienen para asumir los compromisos financieros 
establecidos. En la medida en que una institución genera resultados operativos que permiten atender esos 
compromisos, podemos decir que es viable. Y está cuestionada la viabilidad de la institución cuando por 
alguna situación particular deja de atender determinados compromisos. 


SEÑOR ABREU.- Antes que nada quisiera darles la bienvenida a las autoridades de los diferentes 
Ministerios. 


Sobre el tema de la viabilidad, en el artículo 1% se hace una comparación y se menciona la 
situación de insolvencia o de grave dificultad económica. Nuestra preocupación es que esto tiene un 
altísimo grado de subjetividad; es decir que queda a la discrecionalidad de las autoridades definir cuál es la 
viabilidad. Desde el punto de vista jurídico, más allá de los aspectos económicos y financieros, esto es de 
una gran inseguridad porque, en realidad, la gran duda que se le plantea a cualquier institución es conocer 
el criterio que se aplica para ser viable o no. La forma de analizar un balance, ver los pasivos o la 
insolvencia de una institución, debe tener, de alguna manera, una contrapartida jurídica a través de una 
figura que sea un poco más sólida, en el entendido de darle cierta seguridad para no quedar librados 
exclusivamente a una interpretación excesivamente subjetiva. 


La segunda reflexión que quiero realizar se refiere al inciso final del artículo 5% del proyecto de ley 
del Poder Ejecutivo. Allí se expresa: “La creación de la Institución de Asistencia Médica Colectiva y la 
transferencia a título universal de los bienes, derechos, habilitaciones y obligaciones vinculados a la 
actividad asistencial del Sindicato Médico del Uruguay estarán exonerados de toda clase de tributos, aún 
los establecidos por leyes especiales”. Es decir que, obviamente, una exoneración de carácter tributario 
necesita una iniciativa del Poder Ejecutivo, pero está vinculada casi exclusivamente a la creación de una 
institución y a su transferencia. Hay una interpretación jurídica en el sentido de que, de por sí, tiene cierta 
exoneración y, por tanto, la ley podría estar solamente declarando. 


Quisiera saber qué alcance tiene este aspecto para el resto de las distintas instituciones de 
carácter médico que puedan ser absorbidas o trabajen sobre una concentración. ¿Se les aplica también a 
éstas la exoneración que se plantea en forma específica? 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA.- Las exoneraciones son las mismas y, en realidad, si 
hubiéramos tratado el otro proyecto de ley antes que éste, verían que están contempladas. Figuran en esta 
disposición porque aquí se está hablando, específicamente, de la creación de una nueva institución. Y tiene 
las mismas exoneraciones que el resto de las instituciones que ya existen y que las que debemos 
transformar, como ser las cooperativas médicas de la Federación Médica del Interior, por lo que ya se envió 
el otro proyecto de ley. 


SEÑOR ABREU.- Ese es el alcance que quería precisar. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Volviendo al tema de la viabilidad o no de la 
institución, si bien es cierto que hay factores subjetivos que están implícitos en cualquier evaluación que se 
haga en esta materia, lo cierto es que en última instancia es el Poder Judicial el que, en función de la 
evaluación que haga de la situación de la empresa, va a definir si la institución no es viable y, por lo tanto, 
si se le aplican los procedimientos de la nueva ley de concursos. Es decir que lo que hace el Poder 
Ejecutivo es una presunción de inviabilidad, pero en última instancia será el Juez el que determinará si se 
aplican o no los procesos de bancarrota a la institución referida. 


SEÑOR BARÁIBAR.- De la exposición que ha hecho el señor Ministro se desprende que el proyecto 
aprobado en la Cámara de Representantes cuenta con el visto bueno del Poder Ejecutivo. 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA.- Totalmente. 


SEÑOR ABREU.- En el proyecto se establece que el Fondo se integrará con recursos provenientes de 
Rentas Generales, por la suma de 64:000.000 de Unidades Indexadas anuales y hasta alcanzar la suma 
máxima de 192:000.000 de Unidades Indexadas. Mi pregunta es si el Fondo se constituye en una sola vez 
y se va reclamando en forma gradual, a medida que las necesidades se van planteando. A su vez, quisiera 
saber cómo se ajusta esto a las disposiciones constitucionales sobre el manejo de Rentas Generales, 
sobre todo en lo que refiere a la transferencia de determinados recursos en año electoral. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- La idea es que ese Fondo se vaya 
construyendo año a año hasta alcanzar un máximo del equivalente a US$ 15:000.000, es decir, que haya 
un aporte de US$ 5:000.000 por año hasta alcanzar ese máximo. De manera que si la institución no puede 
hacer frente a sus compromisos y, por lo tanto, opera el Fondo de Garantía, en ese caso lo que hace el 
Poder Ejecutivo es un aporte máximo de US$ 5:000.000 por año hasta alcanzar los US$ 15:000.000. En 
consecuencia, no hay un gasto en este momento, sino un compromiso contingente: cuando se crea el 
Fondo, si bien se está asignando una partida especial en el Inciso 24 con este fin, desde un punto de vista 
fiscal no hay un gasto en este año. El gasto se va a producir únicamente si se genera una situación de no 
pago, pero hasta tanto eso no ocurra, lo que se está creando es un Fondo dentro del Inciso 24, por lo cual 
no nos afecta. 


SEÑOR ABREU..- Eso estaría acotado, de alguna manera, a lo que es la afectación de recursos en materia 
presupuestal en el Presupuesto Quinquenal. Quiere decir que no se estarían afectando recursos para la 
próxima Administración. 


SEÑOR DA ROSA.- Si no interpreté mal, el artículo 6* está referido específicamente al tema del Sindicato 
Médico del Uruguay. Aquí se consagran normas respecto al trámite a seguir y a la transferencia de 
derechos, bienes y obligaciones desde una persona jurídica a otra. Concretamente, a través de esta 
norma, se dispone la posibilidad de que estén exoneradas de toda clase de tributos, inclusive de los 
establecidos por leyes especiales. Quisiera saber si esto está referido solamente al Sindicato Médico o es 
intención del Gobierno extenderlo a otros procesos de transformaciones de instituciones médicas que 
puedan plantearse en forma similar a este proceso del Sindicato Médico del Uruguay. 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA.- Para responder al señor Senador Da Rosa, señalo que este 
artículo refiere al Sindicato Médico del Uruguay, pero en el otro proyecto de ley, donde se asimilan las 
cooperativas médicas a instituciones de asistencia médica colectiva de profesionales, se exonera a todas 
esas instituciones, al igual que lo está actualmente el mutualismo. 


Es bueno decir también que el otro proyecto de ley cuenta con la aprobación de la Federación 
Médica del Interior y de su asesoría legal; mucho nos ha ayudado con la redacción de esta segunda 


iniciativa el doctor Eguren. 


SEÑOR DA ROSA.- Para profundizar en el tema del artículo 6%, quisiera saber si en la redacción que se 
establece, en realidad, se está actuando en función de un proceso que ya está más o menos 
preestablecido o gestionado de alguna manera, o se trata de una norma que abre la posibilidad de que se 
siga este camino. Más que referirse a la interpretación de la norma, mi pregunta apunta a saber cómo se va 
autilizar la norma en esto. 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA.- En realidad, hemos conversado sobre este artículo con las 
autoridades del Sindicato Médico del Uruguay y del CASMU, en presencia de su asesor legal, el doctor 
Ricardo Olivera. Cuenta con un acuerdo que contiene otros puntos por los que se haría viable lo que 
llamamos el préstamo puente hasta que la institución gestione el fideicomiso, y ha sido aprobado por las 
dos agrupaciones mayoritarias del Sindicato Médico del Uruguay, la Unión Gremial Médica y la Agrupación 
Fosalba, que han afirmado estar de acuerdo en la separación del Sindicato de la institución de asistencia 
médica colectiva profesional. Como el Presidente del Sindicato Médico pertenece a la primera agrupación, 
podemos decir que él también está de acuerdo. Precisamente, la separación del Sindicato Médico del 
CASMU estaba en la plataforma de la UGM. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar la Carpeta N* 1422: proyecto de ley por el que se adecua a 
la normativa vigente para las cooperativas de trabajo a las cooperativas de profesionales de la salud. 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA..- En realidad, este proyecto de ley y las modificaciones hechas 
en la Cámara de Representantes cuentan con la aprobación del Poder Ejecutivo. Se trata de una iniciativa 
que es necesaria para dar forma o regularizar —no sé si es el término correcto— la legislación actual de las 
cooperativas médicas existentes en Montevideo y, fundamentalmente, en el interior del país, que habían 
quedado sin marco regulatorio. Por lo tanto, esta iniciativa da un marco regulatorio a esas cooperativas de 
profesionales, que pasarían a ser instituciones de asistencia médica colectiva de profesionales. Con tal fin, 
se les otorga un plazo para que adecuen sus estatutos a los de las cooperativas y se les otorgan todas las 
exoneraciones que ya tenían estas cooperativas de atención médica, igualándolas a las instituciones de 
asistencia médica colectiva o mutualistas preexistentes. Creo que a esto se refería una de las preguntas 
formuladas por el señor Senador Da Rosa. 


SEÑOR OLESKER.- Quiero explicar por qué se crea una nueva figura jurídica, cuando la solución podría 
haber sido que se incorporaran al marco normativo de otras figuras, como las sociedades anónimas, las 
sociedades de responsabilidad limitada u otras. En realidad, se trató de buscar una nueva forma jurídica 
porque, por un lado, no podían mantenerse en el estatus de cooperativa, dada la nueva ley aprobada y la 
exigencia de no tener más de un 20% de personal en relación de dependencia —cosa que para una 
cooperativa de profesionales que tiene un número de dependientes no profesionales muy importante, sería 
imposible— y, por otro, debían conservar el carácter de ser instituciones sin fines de lucro. No podían estar 
comprendidas en la Ley N* 16.060 de Sociedades Comerciales, porque justamente la Ley N* 15.181 define 
a las instituciones de salud como instituciones sin fines de lucro. Entonces, la manera de compatibilizar el 
hecho de que no podían seguir estando amparadas por la ley de cooperativas y, al mismo tiempo, no 
debían pasar a un régimen de sociedades con fines de lucro, fue crear esta forma de instituciones de 
asistencia médica colectiva profesional sin fines de lucro que, de alguna manera, se integran —lo dice 
especialmente el agregado que se hizo en la Cámara de Representantes— por un literal D) que se agrega al 
artículo 6% de la Ley N* 15.181, que tenía otras formas también sin fines de lucro. Cuando ello sucede, le 
competen todas las exigencias en materia asistencial, de contralor, de inspección y de contabilidad 
asistencial —es decir el Sistema Nacional de Información— que tienen las demás instituciones de la Ley N* 
15.181. Por eso esta ley crea un nuevo instituto jurídico que, por un lado, mantiene la lógica de la Ley N* 
15.181 en materia asistencial y, por otro, las exoneraciones tributarias que las lAMC tuvieron en la Ley N* 
18.083. Este fue el argumento por el cual se crean las instituciones de asistencia médica privada de 
profesionales sin fines de lucro. 


Como las instituciones que se encuentran en esta situación son muchas —todas las del 
interior y tres de Montevideo— se incorpora el plazo para la adecuación porque se debe hacer un estatuto 
tipo y una serie de normativas sin perder la continuidad asistencial durante el período de transición hacia la 
nueva forma jurídica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Dónde figura el plazo establecido? 


SEÑOR OLESKER.- En el primer párrafo del artículo 8% del texto aprobado por la Cámara de 
Representantes, que expresa: “dispondrán de un plazo de dos años a partir de la vigencia de la presente 
ley para adecuar sus estatutos sociales”. 


SEÑOR DA ROSA.- Si no entendí mal esta nueva figura jurídica va a ser el prototipo al que se van a 
acoplar todas las cooperativas del interior y tres o cuatro de Montevideo. 


SEÑOR HEBER.- Las cooperativas de profesionales de la salud ya existían y este proyecto de ley lo que 
hace es incluirlas en la concepción de que no tienen fines de lucro y adecua sus estatutos para obtener las 
exoneraciones. ¿Antes tenían fines de lucro y no tenían exoneraciones? Sería importante saber cuál es la 
situación. 


SEÑOR OLESKER.- Esta también es una forma cooperaria en la que va a haber una sociedad de 
cooperarios sin fines de lucro que no se adapta a ninguna de las formas a que refiere la ley de 
cooperativas; por eso se crea un nuevo tipo. Antes, por la Ley N* 15.181, las cooperativas de profesionales 
no tenían fines de lucro, pero sí eran alcanzadas por las exoneraciones tributarias, no por ser cooperativas 
sino por ser instituciones de asistencia médica colectiva sin fines de lucro. Por lo tanto, al ingresar al literal 
D) de la Ley N* 15.181, las mantienen. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Volviendo al artículo 6%, vemos que dice: “previstas en el literal D) del artículo 6* 
del Decreto-Ley N* 15.181, de 21 de agosto de 1981”. En mi opinión, habría que agregar “y sus 
modificativas”. 


SEÑOR ABREU.- Por su parte, el inciso segundo del artículo 32 de la Carpeta 1421 expresa: “Cuando los 
planes de reestructuración de pasivos impliquen la utilización de fideicomisos”, etcétera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que deberíamos terminar con el artículo que estamos considerando, que es 
más simple, y luego volver al anterior. 


SEÑOR DA ROSA.- A los efectos de entender más la arquitectura del proyecto, quiero decir que el artículo 
1? de la Carpeta 1422 establece, por un lado, que “Las cooperativas de profesionales de la salud deberán 
adecuar su integración y funcionamiento al régimen jurídico vigente para las cooperativas del trabajo” y, por 
otro, dice: “Aquellas que no se adecuen a la modalidad referida se transformarán en instituciones de 
asistencia médica privada de profesionales sin fines de lucro y sus estatutos deberán ser compatibles con 
los estatutos tipo de las instituciones de asistencia médica colectiva”. Me gustaría saber si en cualquiera 
de los dos casos quedarían funcionando bajo el régimen de las cooperativas de trabajo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay un régimen de cooperativas de trabajo; en el caso que estamos analizando, 
se incluirían una serie de obligaciones, incluso, impositivas. En consecuencia, o se convierten en 
instituciones de asistencia médica privada de profesionales sin fines de lucro o en instituciones de 
asistencia médica colectiva. En ambos casos —estamos hablando del inciso segundo— se prevén una serie 
de exoneraciones tributarias, algunas de las cuales no tienen las cooperativas de trabajo. A los efectos de 
que puedan ser incluidas en el régimen de la Ley N* 15.181, en el artículo 2”, se agrega el literal D) al 
artículo 6* del Decreto-Ley N* 15.181. 


SEÑOR OLESKER.- A modo de comentario, quiero señalar que puede haber cooperativas de 
profesionales que no pasen a esta nueva forma y se adapten al régimen de la ley. Por ejemplo, la mayoría 
de las cooperativas odontológicas —que es un tipo de cooperativas de profesionales— no tienen un 20% y 
van a quedar en el régimen de cooperativas de salud. También podría haber alguna IAMC que tuviera 
menos del 20% del personal ocupado —por contar, por ejemplo, con mucho personal tercerizado o por tener 
básicamente el personal profesional en relación de dependencia y al resto como contratado— y que optara 
por quedarse en el régimen vigente. Esto parece poco probable porque la información que tenemos es que 
la mayoría de las AMC van a pasar a este sistema pero, en la medida en que no superen el 20% y otros 
elementos adicionales que tiene la nueva ley de cooperativas, igualmente se prevé que puedan quedarse. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiere decir que se puede optar por adecuarse a un régimen o a éste que se 
propone, que en definitiva, es el de las IMAC. 


Por su parte, los artículos 3* y 4% refieren a las obligaciones de las IAMC. 


SEÑOR ABREU.- El artículo 1* se refiere a las cooperativa de profesionales de la salud y luego crea una 
nueva: instituciones de asistencia médica privada de profesionales. El Decreto-Ley N* 15.181, de 1981, 
clasifica la asistencia médica en tres modalidades: asistencia médica privada particular, asistencia médica 
privada colectiva y la asistencia médica prestada en forma pública. Entonces, como ahora tenemos una 
nueva figura, se la agrega mediante el literal D) al 2" artículo del Decreto-Ley 15.181. Lo importante —y voy 
a lo que señalaba el señor Senador Da Rosa— es que el tipo de tratamiento o de modalidad de estas 
cooperativas no sea diferente del de otras, en particular las del interior de la República. Es decir que la 
pregunta es cómo se hace para que estas categorías se apliquen de igual manera y que no exista una 
diferenciación que perjudique a unas respecto de otras. Aclaro que no estoy tratando de interpretar al señor 
Senador Da Rosa, sino que intento seguir una línea de razonamiento. En ese sentido, consulto si es ese el 
fin que persigue la norma con el agregado del literal D) al Decreto-Ley N* 15.181. 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA.- El señor Senador Abreu tiene razón ya que esto fue 
pensado fundamentalmente a raíz de la preocupación que nace en la Federación Médica del Interior 
porque sus cooperativas de asistencia médica, por el porcentaje de trabajadores asignados que tienen, no 
entran dentro de la ley de cooperativas de trabajo. Como señalaba el economista Olesker, por el artículo 1 
sí están incluidas las cooperativas odontológicas. 


Este proyecto de ley ha sido presentado a solicitud, fundamentalmente, de la FEMI, y contó con 
el denodado y apreciado trabajo de su asesor legal, el doctor Eguren, con quien compartimos muchas de 
las inquietudes. Inclusive, algunas de ellas las presentamos en Sala como modificaciones al proyecto de 
ley elaborado por el Poder Ejecutivo, además de otras que el doctor Eguren nos sugirió incorporar y con las 
cuales estuvimos de acuerdo. Por lo tanto, está perfectamente garantizado que todas las instituciones del 
interior del país y las cooperativas médicas de Montevideo entran en igualdad de condiciones. 


SEÑOR ABREU..- Esto debe ser lo que justifica que el artículo 3 sea el derivado natural de la inclusión y la 
aplicación con la cooperación técnica y jurídica de los interesados para que puedan tener una línea de 
aplicación igualitaria. 


SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA.- Exactamente, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores están de acuerdo, pasaríamos al primer proyecto de ley, 
acerca del cual al señor Senador Abreu le había quedado alguna inquietud. 


SEÑOR ABREU.- Tengo una duda con respecto al inciso segundo del artículo 3%, que comienza diciendo: 
“Cuando los planes de reestructuración de pasivos impliquen la utilización de fideicomisos o de otras 
estructuras jurídicas con autonomía patrimonial”, etcétera. ¿Qué quiere decir “estructura jurídica con 
autonomía patrimonial”? ¿A qué figura jurídica se refiere? Luego, la última frase del mismo inciso expresa: 
“El antedicho tratamiento fiscal será de aplicación para aquellas estructuras que estén destinadas 
exclusivamente al financiamiento de las instituciones a que refiere la presente ley”. Lo que me gustaría 
saber es en qué se está pensando cuando se utiliza la expresión “estructura jurídica con autonomía 
patrimonial”; estoy tratando de ubicarla en el mundo real, por decirlo de alguna manera. ¿Se trata de un 
banco, de una institución financiera? 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Lo que se pretende con este artículo es 
dejar la puerta abierta para contemplar alguna otra estructura. Ahora no podría mencionar ningún caso 
específico al cual aplicar esta expresión, pero sí puedo decir que la filosofía con que se redactó este 
artículo fue no acotarlo únicamente al tema de los fideicomisos. Precisamente en este momento no está 
nuestro asesor tributario, que fue quien redactó la disposición, pero imagino que pretendió dejar una puerta 
abierta para alguna otra figura jurídica. 


SEÑOR ABREU.- Por ejemplo, ¿podría ser el caso de la emisión de obligaciones en la Bolsa de Valores? 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Efectivamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Veo asentimiento por parte del señor Senador Tajam, quien parece manejar muy 
bien el tema, por lo que va a ser designado como miembro informante. 


SEÑOR ABREU.- Comprendo las dificultades que existen a veces para plasmar definiciones, pero una 
estructura jurídica con autonomía patrimonial es un banco, una institución financiera, un banco “off shore”. 
En esa categoría de “estructura jurídica”, que es un cuerpo legal, pero que tenga “autonomía patrimonial”, 
pueden entrar una infinidad de figuras, salvo que haya una limitación o algo que establezca el propio Poder 
Ejecutivo. Me surge esta reflexión porque para mí la “autonomía patrimonial” debe tener algún sentido. 


SEÑOR APESTEGUÍA.- En este caso, los fideicomisos se generan mediante una cesión de un flujo futuro. 
La previsión, sin embargo, se completa, como en el caso de alguien que cree una institución financiera 
para financiar algo. Pero en ese caso hay una limitación, que dice que esto debe destinarse 
exclusivamente al financiamiento de la institución al cual se refiere la ley. Quiere decir que yo no puedo 
formar una institución financiera, hacer uso de las exoneraciones tributarias que tienen las Instituciones de 
Asistencia Médica Colectiva y servir para el financiamiento con otros objetos. De alguna manera, la 
estructuración de estos procesos es muy ingeniosa, e inclusive en el mismo artículo se establece que 
corren por el régimen tributario más beneficioso. Si hay alguna estructura que les permite un régimen 
tributario más favorable que el que actualmente tienen las Instituciones de Asistencia Médica Colectiva, 
pueden ir por él. En estos casos, siempre el objetivo es disminuir el costo del financiamiento que tienen las 
instituciones en la reestructuración de pasivos, dejándolo en algo que tiene que durar mucho tiempo, 
porque este Fondo luego garantiza operaciones que quizás tengan quince o veinte años de duración; hay 
que permitir una amplitud a las estructuras e instrumentos jurídicos financieros que tal vez hoy no tenemos 
perfectamente determinados. 


SEÑOR ABREU.- La estructura jurídica con autonomía patrimonial puede ser cualquiera. La única que 
tendrá exoneración o un tratamiento fiscal favorable es aquella que está creada exclusivamente para 
financiar. Pero si hay un banco que financia incluso teniendo la tributación, puede estar integrándose al 
circuito financiero aun cuando no tenga ese tratamiento diferencial respecto de la exoneración fiscal creada 
exclusivamente para financiar. 


SEÑOR APESTEGUÍA.- Así es, señor Senador. 
SEÑORA MINISTRA DE SALUD PÚBLICA.- En realidad, el señor Senador lo ha explicado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A continuación, tenemos dos posibilidades: agradecer la visita a los 
representantes de los Ministerios correspondientes y pasar a votar la iniciativa, o comenzar a considerarla 
en presencia de nuestros invitados por si algún señor Senador desea hacer alguna pregunta aclaratoria 
sobre algún aspecto puntual. 


SEÑOR ABREU.- El último inciso del artículo 3? dice: “Por el hecho de acogerse al régimen de la presente 
ley, la institución constituirá a favor del Fondo de Garantía IAMC las garantías reales o de otra especie que 
éste exija,” es decir, el Fondo. La garantía real no es una exigencia de carácter preceptivo. El Fondo va a 
analizar si se necesita una garantía real o si, simplemente sin ella, puede asistir financieramente. 
Entonces, queda a discrecionalidad del Fondo el tipo de garantía que va a requerir. 


SEÑOR APESTEGUÍA.- Así es, señor Senador. 


SEÑOR ABREU.- ¿Esto no podrá ser una forma discrecional o diferencial del Fondo para exigir garantía 
real a algunos sí y a otros no? Esto genera dificultades, porque los que a veces estamos en el mundo 
demofinanciero, vemos que la exigencia de una garantía real es algo muy fuerte. El que de repente no 
tiene la posibilidad de presentar una garantía real, de alguna manera tiene que garantizarse por flujos de 
caja o cosas por el estilo; eso lo saben muy bien los que conocen del tema. Me refiero al hecho de tener la 
discrecionalidad de manejarse con exigencias que, a veces, pueden ser más fuertes para unos y menos 
fuertes para otros. Formulo esta pregunta, simplemente, para entender el articulado. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- De alguna forma, la exigencia de constituir 
una garantía real a favor del Fondo busca respaldar toda la operación de reestructuración financiera. Se 
debe tener en cuenta cuál es la situación concreta de cada institución que se presente a pedir al Fondo la 
utilización de la garantía. Es por eso que el proyecto de ley procura dar al administrador, en función de la 


realidad de cada una de las instituciones que pretendan utilizar el Fondo, las garantías correspondientes, 
que de alguna forma también dependerán de la reestructuración que se está planteando. Está claro que la 
situación de las instituciones que se declaran insolventes o que están en una grave situación financiera —a 
las que seguramente se les pedirá una garantía determinada— no es la misma que las que entran porque 
pretenden reestructurar sus pasivos. Entonces, es cierto que no hay un criterio uniforme para todas, pero 
esto es así porque se intenta contemplar el hecho de que los procesos de reestructuración son muy 
complejos y dependen de cada una de las instituciones. Por lo tanto, no es posible aplicar un criterio único 
para todas. 


SEÑOR ABREU.- De todas las dudas que tengo, me interesa transmitir particularmente una a quienes nos 
visitan, vinculada con la inquietud que planteara el señor Senador Tajam en lo que tiene que ver con la 
viabilidad a juicio del Poder Ejecutivo. 


Desde nuestro punto de vista, este tema plantea una excesiva subjetividad, dado que dependerá 
de cada Poder Ejecutivo analizar la viabilidad de cada empresa. Más allá de que puedan existir algunos 
temas de carácter económico financiero que determinen parámetros para su análisis, reitero que esta 
facultad que se le da al Poder Ejecutivo para decidir la viabilidad de las instituciones, es de una excesiva 
discrecionalidad. Por supuesto que uno descuenta que esto se manejará con objetividad, pero muchas 
veces puede suceder que, como producto de circunstancias de conflicto o de situaciones que se planteen, 
se termine dando pábulo a que este Poder pueda interpretar la viabilidad con criterios propios. En 
consecuencia, quisiera saber si se podría hacer alguna referencia para ajustar un poco lo relativo a la 
viabilidad. 


SEÑOR APESTEGUÍA..- El espíritu de la redacción es dejar claro que si una institución no logra viabilidad 
y, por la competencia que se otorga por ley a los Ministerios de Salud Pública y de Economía y Finanzas, 
se llega a la conclusión de que no se aprueba su plan de reestructuración, ésta tendrá que ir por la ley que 
rige con carácter general. 


Podría darse la situación de que una institución planteara que es insolvente y, por eso, solicitara el 
Fondo de Garantía. Obviamente, si se le otorgara este Fondo y lograra el financiamiento, dejaría de ser 
insolvente y, por lo tanto, no entraría en los procesos concursales, de bancarrota y demás. Entonces, el 
objetivo de este artículo es dejar claro que si no le dan la garantía, lo que queda es la quiebra. Aquí se 
establece que las condiciones para el acceso al Fondo de Garantía están sujetas a una reglamentación de 
carácter general y, por tanto, no es algo discrecional. Sin embargo, luego del análisis de los proyectos de 
reestructuración, se podrá determinar si se tiene derecho o no al Fondo, y en el caso de que la conclusión 
sea negativa, se plantea cuál sería la alternativa. Esto tiene que ver con una discusión que se ha 
planteado, en particular en los últimos días, cuando el Sindicato Médico del Uruguay decide no acogerse a 
la ley, plantear un concurso civil y presentar acciones de inconstitucionalidad. Entonces, de alguna manera 
con esto se quiere dejar un panorama claro en cuanto a qué sucede si no se hace tal cosa o no se acoge a 
determina norma. Uno con esto sabe cuál es el final o el camino que la institución tiene que recorrer. No se 
intenta dar ninguna potestad al Poder Ejecutivo porque por los artículos anteriores o por las propias 
reglamentaciones del Ministerio de Salud Pública ya lo puede hacer. Por ejemplo, actualmente el Ministerio 
de Salud Pública puede decir que una institución no tiene viabilidad para prestar sus servicios en forma 
adecuada, pudiendo aplicar un conjunto de potestades que pueden llegar hasta la clausura. 


SEÑOR HEBER.- Pido disculpas porque llegué hace unos instantes y no pude escuchar la introducción de 
la señora Ministra y sus asesores sobre la necesidad de este Fondo de Garantía. No pretendo que la 
repitan; luego leeré la versión taquigráfica. Simplemente hago este comentario para disculparme, por si 
alguna pregunta ya fue realizada. 


El caso es la creación del Fondo de Garantía para la Reestructuración de Pasivos en las 
Instituciones de Asistencia Médica Colectiva. Si no entiendo mal, el criterio que se plantea es que este 
Fondo funcione en forma permanente; es decir que si una institución que hoy no tiene dificultades, mañana 
presenta algún inconveniente, podría apelar a dicho Fondo. Me parece que ése puede ser el criterio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ese es el criterio. 


SEÑOR HEBER.- Si ése es el criterio —como dice en forma tajante el señor Presidente— ¿por qué se pone 
en el segundo inciso del artículo 1* la fecha del 30 de setiembre de 2008 respecto a los pasivos existentes? 


Creo que esto no deja de ser una limitante para aquellas instituciones que hoy son solventes y que mañana 
pueden tener alguna dificultad. El segundo inciso del artículo 1 expresa: “También comprende a aquellas 
que, sin estar en situación de insolvencia o de grave dificultad económica, presenten planes de 
reestructuración de todo o parte de sus pasivos existentes al 30 de setiembre de 2008, de acuerdo a lo que 
determine la reglamentación”. Esto hace que estemos mirando a las instituciones que están en dificultades 
o en un plan de reestructuración al 30 de setiembre y no a las que puedan reestructurar sus pasivos 
después de esa fecha. Por tanto, me gustaría saber por qué se fijó la fecha del 30 de setiembre de 2008. A 
veces, cuando se pone una fecha, parecería que estamos hablando de una institución concreta, pero 
supongo que estamos tratando de que este sistema esté en condiciones de auxiliar a todas las 
instituciones. 


SEÑOR OLESKER.- Las instituciones con presunción de insolvencia o en situación grave en todo 
momento pueden acogerse al Fondo de Garantía para la Reestructuración de Pasivos en las Instituciones 
de Asistencia Médica Colectiva y los pasivos que reestructuren no están limitados por fecha alguna. Es 
decir, una institución que actualmente no está en una situación grave, pero que sí podrá estarlo — 
esperemos que no sea así— dentro de dos o tres años, no tiene la limitación del 30 de setiembre. Por tanto, 
en su momento se acogerá al primer párrafo. ¿Por qué figura este segundo párrafo? Porque pueden ser 
instituciones que hoy no están en una situación grave y luego pueden ingresar. Lo que se quiere evitar con 
la fecha del 30 de setiembre es una especulación de generación de pasivos que luego son reestructurados 
sin estar en una situación grave. Reitero que por eso se establece la fecha del 30 de setiembre; la idea es 
que las instituciones que no estando en una situación grave quieran acogerse a este régimen, lo hagan con 
sus pasivos vigentes. Pero esto no quiere decir que queden excluidas aquellas instituciones que hoy no 
están en una situación grave y puedan estarlo en su momento, por la evolución de los acontecimientos. De 
manera que la fecha es sólo para aquellas instituciones que hoy no están en una situación grave pero 
igualmente quieren ingresar al Fondo de Garantía; lo que se busca es evitar el uso del instrumento para 
otros fines, distintos de aquellos para los que fue creado. 


SEÑOR HEBER.- Quisiera formular una consulta con respecto al artículo 2”. La Unidad Indexada está hoy 
a $ 1,90, aproximadamente, por lo que los 64.000.000 de Unidades Indexadas equivalen a unos $ 
120.000.000, es decir, casi US$ 5:000.000. Y hay una suma tope de 192.000.000 de Unidades 
Indexadas. Me gustaría saber cuál fue el criterio que se utilizó para determinar estas cifras. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- En primer lugar se tuvo en cuenta el 
endeudamiento total del sector, que es de US$ 90:000.000, y en función de esa cifra se buscó determinar 
el monto que podía ser razonable garantizar. Y también, obviamente, se apunta a cuidar los recursos 
públicos; es decir, no podemos establecer una garantía que no sea manejable por las finanzas públicas. 


SEÑOR HEBER.- Gracias por la explicación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos que determinar si la Comisión continúa trabajando sin la presencia de 
nuestros visitantes o si, por el contrario, les pedimos que permanezcan con nosotros para aclarar las dudas 
que eventualmente puedan surgir. 


Interpreto que les pedimos que permanezcan en Sala para que los señores Senadores puedan 
efectuar todas las preguntas que consideren necesarias. 


A continuación, iremos leyendo y votando artículo por artículo. 


La Mesa comunica que el señor Senador Tajam será el miembro informante del proyecto de ley 
“Fondo de Garantía para la Reestructuración de Pasivos en las Instituciones de Asistencia Médica 
Colectiva”; no está decidido aún quién informará el de las “Cooperativas de Profesionales de la Salud”. 


Léase el artículo 1. 
(Se lee:) 


“Artículo 1*.- (Creación).- Créase el Fondo de Garantía para la Reestructuración de Pasivos de 
las Instituciones de Asistencia Médica Colectiva (Fondo de Garantía IAMC), como un patrimonio de 


afectación independiente, destinado a garantizar el repago del financiamiento que obtengan aquellas 
instituciones integrantes del Sistema Nacional Integrado de Salud, comprendidas en el artículo 11 de la Ley 
N* 18.211, de 5 de diciembre de 2007, que se encuentren en situación de insolvencia o de grave dificultad 
económica, en los términos que determine la reglamentación, y presenten además planes de 
reestructuración que vuelvan viable a la institución. 


También comprende a aquellas que, sin estar en situación de insolvencia o de grave dificultad 
económica, presenten planes de reestructuración de todo o parte de sus pasivos existentes al 30 de 
setiembre de 2008, de acuerdo a lo que determine la reglamentación.” 


En consideración. 


SEÑOR ABREU..- En realidad, la garantía es una obligación accesoria a lo principal y, concretamente, aquí 
no se está garantizando el repago, sino el cumplimiento de obligaciones financieras que se asumen. No es 
el repago sino la garantía la que está vinculada a una obligación que, desde el punto de vista del Derecho 
Civil, es la obligación principal. 


Por lo tanto, propondría que la redacción, por ejemplo, dijera: “como un patrimonio de afectación 
destinado a garantizar las obligaciones financieras que asuman aquellas instituciones integrantes del 
Sistema Nacional Integrado de Salud”. 


SEÑOR APESTEGUÍA.- Ese fue un tema de discusión. Habitualmente, cuando se establece una garantía y 
hay alguien que no cumple, la institución que prestó va por todo el financiamiento. Aquí lo que se está 
garantizando son, digamos, las “cuotitas”; la idea es que si hay alguien que incumple, el Fondo de Garantía 
mantiene el pago del financiamiento obtenido. Quiere decir que no paga la obligación entera, sino que 
apoya el pago de las cuotas. Si alguien obtuvo un financiamiento a veinte años, pero en determinado 
momento la institución se hace inviable y cae, restándole diez años, el Fondo de Garantía pagaría durante 
esos diez años y no toda la deuda. 


Esto se discutió con el doctor Ricardo Olivera y finalmente se decidió establecer el repago del 
financiamiento. Ese fue el objetivo y no la obligación. 


SEÑOR ABREU.- Comprendo la idea aunque, en realidad, lo que me parece más adecuado desde el punto 
de vista de la norma, es crear la garantía de la obligación y en la reglamentación establecer claramente 
cuáles serían las condiciones del repago y qué comprendería. 


Más allá de la Cátedra de Derecho Comercial, desde mi primaria formación jurídica siempre me 
dijeron que lo que se garantiza es la obligación y no el repago, y que éste es el cumplimiento de esa 
obligación. Es posible que hasta yo esté siendo herético con la Cátedra de Derecho Comercial, pero 
preferiría que fuera así, es decir, que de todas maneras, la reglamentación fuera la que determinara 
claramente las condiciones del repago. Ya habíamos visto esto en otras normas sobre la exigibilidad de una 
deuda si se paga una cuota o no. 


Señor Presidente: dejo este comentario, pues, como una contribución al culto. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En todo caso, esto defendería al propio Fondo y a las finanzas públicas. 


SEÑOR HEBER.- Quiero dejar constancia de que, tal como habrá advertido el señor Presidente, nosotros 
no somos una oposición que ponga palos en la rueda o impedimentos para que la mayoría se puede 
expresar. No hemos puesto ninguno; ni siquiera hemos planteado una queja, y espero que lo recuerden en 
la campaña electoral. 


Antes de continuar, quiero aclarar que no hablaré en nombre de mi Partido, porque no he tenido 
tiempo de conversar con mis compañeros de Comisión, ni con los señores Representantes que, 
supuestamente —según dice el señor Presidente— tuvieron el tiempo suficiente como para analizar el 
proyecto de ley. No sé qué van a hacer mis compañeros, pero en primera instancia yo no voy a acompañar 
estos artículos. Esto no quiere decir que no los acompañe en el Plenario; si mañana tuviera la oportunidad 
de reunirme con los señores Representantes que intervinieron en el tema en Comisión, obtendría toda la 


información necesaria y quizás pueda acompañar el proyecto de ley en el Senado. No lo garantizo, pero 
quiero dejar la constancia de que voy a votar en contra porque todavía no he tenido tiempo de conversar 
con mis compañeros de Comisión ni con los señores Representantes que pertenecen a mi sector. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está en su derecho, señor Senador. 
SEÑOR HEBER.- Claro que sí. 
SEÑOR COURIEL.- Si el señor Senador quiere, cambiamos el Reglamento y puede abstenerse. 
SEÑOR HEBER.- No, señor Senador, voy a votar en contra; las abstenciones no existen. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el artículo 1*. 
(Se vota:) 
5 en 8. Afirmativa. 
Léase el artículo 2*. 
(Se lee:) 


“Artículo 2”.- (Administración).- El Fondo de Garantía AMC será administrado y representado por 
el Ministerio de Economía y Finanzas, y se integrará con recursos provenientes de Rentas Generales, por 
la suma de 64:000.000 de Ul (sesenta y cuatro millones de unidades indexadas) anuales y hasta alcanzar 
la suma máxima de 192:000.000 de UI (ciento noventa y dos millones de unidades indexadas). 


En caso de que los recursos comprendidos en el Fondo de Garantía lAMC deban aplicarse para 
hacer frente al pago del financiamiento obtenido por las instituciones que se acojan al régimen de esta ley, 
se realizarán nuevas transferencias de recursos de Rentas Generales por el monto máximo anual 
autorizado, hasta la cancelación total del financiamiento obtenido por las instituciones. 


La Contaduría General de la Nación habilitará los créditos correspondientes en el Inciso 24, 


“Diversos Créditos”. 
En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
—4 en 8. Negativa. 
Léase el artículo 3. 
(Se lee:) 


“Artículo 3%.- Compete a los Ministerios de Salud Pública y de Economía y Finanzas la aprobación 
de los planes de reestructuración presentados por las instituciones comprendidas en el artículo 1% de la 
presente ley. La reglamentación establecerá los requisitos que deberán cumplir dichas instituciones para 
acogerse al presente régimen. 


Cuando los planes de reestructuración de pasivos impliquen la utilización de fideicomisos o de 
otras estructuras jurídicas con autonomía patrimonial, dichas estructuras estarán sujetas al mismo régimen 


tributario aplicable a las instituciones de asistencia médica colectiva, siempre que las mismas no presenten 
un régimen fiscal más favorable, en cuyo caso se aplicará este último. El antedicho tratamiento fiscal será 
de aplicación para aquellas estructuras que estén destinadas exclusivamente al financiamiento de las 
instituciones a que refiere la presente ley. 


El Fondo de Garantía lAMC podrá ser igualmente aplicado a garantizar la asistencia financiera 
que obtengan las instituciones que hayan presentado planes de reestructuración para acogerse al régimen 
de la presente ley, durante el proceso de implementación de dichos planes. 


Por el hecho de acogerse al régimen de la presente ley, la institución constituirá a favor del 
Fondo de Garantía lAMC las garantías reales o de otra especie que éste exija, a los efectos de 
contragarantizar la obligación que eventualmente deba cumplir el Fondo de Garantía lAMC, hasta la 
cancelación total del financiamiento obtenido por la institución.” 


En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
—4 en 8. Negativa. 


Como comprenderán los señores Senadores, dado que este proyecto de ley está incluido en el 
orden del día de la sesión del Senado de mañana, si no tenemos mayoría para los artículos 2* y 3", 
deberíamos suspender su estudio —seguramente la votación va a ser negativa en el resto del articulado— y 
discutirlo mañana en el Plenario. 


Por lo tanto, a continuación, ingresaríamos en el estudio del proyecto de ley referido a las 
cooperativas de la salud. 


SEÑOR HEBER.- Quiero hacer una reflexión más: entiendo que el Gobierno no tiene todos los 
Legisladores en la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No me estoy quejando, señor Senador. 
SEÑOR HEBER.- No se puede pretender que nosotros pongamos los votos que faltan. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En absoluto, señor Senador; están en su derecho. 


A continuación vamos a considerar el proyecto de ley referido a las cooperativas de profesionales 
de la salud. 


SEÑOR RAMELA.- A fin de ser coherente y ver qué posición adoptamos mañana respecto al proyecto en 
cuestión, quiero señalar que participo de las palabras expresadas por el señor Senador Heber, en el 
sentido de que hace media hora que recibí este proyecto de ley y lo considero demasiado importante como 
para poder adoptar una posición, por más que me sienta inclinado a aceptarlo y a apoyarlo —en la medida 
en que lo pueda estudiar— porque me consta que es necesario. De todos modos, me gustaría que se 
continuara con la lectura del articulado porque quizás nos brinde la posibilidad de aclarar las dudas que 
más adelante se puedan plantear. 


Hace un rato, el señor Senador Abreu se refirió a una duda y se le dijo que cuando se diera 
lectura se le iba contestar. Entonces, dado que se trata de ocho artículos, sería positivo continuar con la 
lectura y así poder aclarar más dudas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Presidente tiene obligación de votarlo, salvo que alguien formule moción en 
sentido contrario y, como está en el orden del día, analizar artículo por artículo. Ahora bien, si el resultado 


de la votación de dos de los artículos más importantes es negativo, podemos reconsiderar los artículos, 
dejarlos sin votar y analizar artículo por artículo porque, de todas maneras, ya está en el orden del día de 
la sesión de mañana. Si su votación resultara negativa, aunque se aprobaran los otros artículos, no tendría 
sentido. Entonces, cambiamos el sistema o ya no tiene sentido. 


SEÑOR DA ROSA.- Voy a formular una moción para que se actúe en ese sentido. 


El hecho de que estemos votando negativamente no significa que vayamos a votar en contra el 
proyecto, sino que simplemente el tiempo para interiorizarse de su contenido ha sido tan poco que 
estamos actuando contrarreloj y en muchos aspectos con conceptos confusos y sin tener la debida claridad 
en cuanto a su contenido. Entonces, me parece que el mejor criterio es que no se vote, pero sí que 
analicemos artículo por artículo, a los efectos de poder, entre otras cosas, acumular la información 
adecuada para que mañana podamos votar con mayor conocimiento del problema. Por lo tanto, formulo 
moción en ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formulada por el señor Senador Da Rosa en el sentido de 
que se reconsideren los tres artículos votados. 


(Se vota:) 
5 en 8. Afirmativa. 
En consideración el artículo 4". 
Léase. 

(Se lee:) 


“Artículo 4*.- Las instituciones que, encontrándose en las situaciones previstas en el inciso 
primero del artículo 1* de la presente ley y habiéndose acogido al régimen de la misma, no logren viabilidad 
a juicio del Poder Ejecutivo, quedarán sometidas a las disposiciones de la Ley N* 18.387, de 23 de octubre 
de 2008, modificativas y concordantes.” 


En consideración. 


SEÑOR RAMELA.- Respecto al giro de la redacción “no logren viabilidad a juicio del Poder Ejecutivo”, no 
me queda claro si es la viabilidad que debe considerar el Poder Ejecutivo en el momento de presentación, 
que es algo eventual, o si es posterior, cuando en la empresa se determinó que no es viable. Quisiera 
saber cómo son los tiempos en esta evaluación. 


SEÑOR APESTEGUÍA.- Es en el momento de la aprobación. Al Ministerio de Salud Pública y al Ministerio 
de Economía y Finanzas les compete aprobar esos planes. Si no se cree que la institución vaya a tener 
viabilidad en función de su flujo de caja proyectado o de los estados de resultados previstos, no se le dará 
acceso al Fondo de Garantía y deberá acogerse a las disposiciones previstas en la ley. 


SEÑOR ABREU.- Pregunto si el concepto de viabilidad no podría ser auxiliado en su concreción a través 
de la reglamentación, para que quede claramente definido cuáles son los parámetros en los que se maneja 
y no queden en el aire los comentarios que se han hecho. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Parte del Poder Ejecutivo asiente lo relativo a la reglamentación. Eso no obsta que 
podamos precisar los términos en la ley para que haya la menor subjetividad posible. En otras palabras, sin 
impedir que el proyecto de ley sea aprobado, en un futuro podemos precisar todos estos términos. 


SEÑOR HEBER.- Me parece que lo que señalaba el señor Senador Abreu es que el mismo artículo dijera: 
“no logren viabilidad a juicio del Poder Ejecutivo, que lo reglamentará”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso se dice en otros artículos. En este no corresponde, porque lo tiene que 
analizar el Poder Ejecutivo. Según el artículo 4%, el Ministerio de Economía y Finanzas y el de Salud 
Pública deberán analizar los planes de reestructura y dirán si tiene viabilidad. Lo referente a la 
reglamentación se establece en el artículo 3". 


Lo que propongo es que, aprobado este proyecto de ley, en enero, los señores Senadores Heber, 
Abreu y quien habla analicemos los aspectos subjetivos, a fin de poder votar la ley en febrero. 


Léase el artículo 5*. 
(Se lee:) 


“Artículo 5*.- El Estado garantiza bajo su responsabilidad la estabilidad de las normas legales y 
reglamentarias que sustentan la creación del régimen previsto en la presente ley, el Fondo de Garantía 
¡AMC y los contratos respectivos. La garantía se extinguirá simultáneamente con el cumplimiento total de 
los compromisos asumidos por las instituciones para la ejecución de los planes de reestructuración de 
pasivos aprobados”. 


En consideración. 
Si no hay observaciones, pasaríamos al siguiente artículo. 
Léase el artículo 6*. 
(Se lee:) 


“Artículo 6*.- El Sindicato Médico del Uruguay podrá disponer la escisión de sus servicios 
asistenciales creando una institución de asistencia médica colectiva, con personería jurídica propia, sujeta 
a la autorización del Ministerio de Salud Pública. La institución de asistencia médica colectiva deberá 
adoptar alguna de las formas jurídicas admitidas por el Decreto-Ley N* 15.181, de 21 de agosto de 1981, o 
cualquier otra modalidad de organización jurídica admitida actualmente o que resulte admitida en el futuro 
para constituir una institución de asistencia médica colectiva. 


Los socios del Sindicato Médico del Uruguay tendrán derecho a participar como socios de la 
nueva institución de asistencia médica colectiva, sujeto al cumplimiento de los requisitos que establezca la 
resolución de escisión y al cumplimiento de la normativa vigente. 


Dicha escisión implicará la transferencia a título universal de los bienes, derechos y obligaciones 
vinculados a la actividad asistencial del Sindicato Médico del Uruguay, que surjan del balance especial 
aprobado conjuntamente con la escisión, así como de todas las relaciones contractuales vinculadas con la 
misma actividad. Los ingresos de la nueva institución de asistencia médica colectiva que tengan causa en 
sus prestaciones asistenciales futuras no resultarán afectadas por negocios jurídicos o gravámenes que 
tengan causa anterior a la escisión. 


El Sindicato Médico del Uruguay y la institución de asistencia médica colectiva serán 
solidariamente responsables por todos los créditos anteriores a la fecha del acto de escisión, resulten o no 
del balance especial, sin perjuicio de la asignación que éstos realicen en su relación institucional y de los 
acuerdos celebrados al respecto con los acreedores. 


Alos efectos de la publicidad ante terceros, el testimonio de la resolución de escisión se inscribirá 
ante los Registros públicos que correspondan, según la naturaleza de los bienes, derechos y obligaciones 
transferidos como universalidad, de acuerdo con lo previsto en la presente ley. 


La creación de la institución de asistencia médica colectiva y la transferencia a título universal de 
los bienes, derechos, habilitaciones y obligaciones vinculados a la actividad asistencial del Sindicato 
Médico del Uruguay estarán exonerados de toda clase de tributos, aun los establecidos por leyes 
especiales”. 


En consideración. 
Si ningún señor Senador tiene observaciones para realizar, pasamos al artículo 7*. 
Léase. 

(Se lee:) 


“Artículo 7*.- La resolución de escisión del Sindicato Médico del Uruguay podrá incluir la 
incorporación a la institución de asistencia médica colectiva que se constituya, de los activos o de otras 
entidades pertenecientes al Sindicato Médico del Uruguay. Dicha incorporación se regirá, en lo pertinente, 
por las normas, procedimientos y beneficios establecidos en el artículo precedente. En el caso de 
instituciones de emergencia móvil, dicha incorporación no implicará modificación alguna en el régimen legal 
aplicable en materia de prestaciones de asistencia, contratación de usuarios y percepción de ingresos 
correspondientes a su régimen anterior”. 


En consideración. 


SEÑOR RAMELA.- En realidad, me quiero referir al artículo 6%, ya que su tercer inciso me genera ciertas 
dudas. Dice así: “Dicha escisión implicará la transferencia a título universal de los bienes, derechos y 
obligaciones vinculados a la actividad asistencial del Sindicato Médico del Uruguay, que surjan del balance 
especial aprobado conjuntamente con la escisión, así como de todas las relaciones contractuales 
vinculadas con la misma actividad”. De lo que se expresa hasta aquí surge que los derechos y las 
obligaciones pasan a la nueva persona jurídica. Y a continuación expresa: “Los ingresos de la nueva 
institución de asistencia médica colectiva que tengan causa en sus prestaciones asistenciales futuras no 
resultarán afectados por negocios jurídicos o gravámenes que tengan causa anterior a la escisión”. Ahora 
bien, si tenemos un pasivo anterior “como va a suceder— y alguna modalidad de garantía que supone la 
afectación de flujo de caja futuro, esta norma impide la constitución eventual del tipo de garantía. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, habría que leer el inciso siguiente. 


SEÑOR RAMELA.- Ese párrafo establece una responsabilidad solidaria pero se pierde la garantía del flujo 
de caja, que es una de las modalidades más usadas y más conveniente en este tipo de operaciones. 
Personalmente, no entiendo el criterio que se utilizó para establecer la frase que dice. “Los ingresos de la 
nueva institución de asistencia médica colectiva que tengan causa en sus prestaciones asistenciales 
futuras no resultarán afectados por negocios jurídicos o gravámenes que tengan causa anterior a la 
escisión”. Evidentemente, en la escisión se da una situación de continuidad de la personería jurídica, con 
los traslados de derechos y obligaciones y, por ende, de principio, la nueva persona jurídica debería 
atender los derechos y obligaciones que reciba, pero lo debería hacer tanto con su patrimonio anterior 
como con sus ingresos futuros y éstos no deberían estar limitados. 


SEÑOR ABREU.- Dada la consulta realizada por el señor Senador Ramela y que quien habla también 
tiene alguna duda con respecto al artículo 6”, quisiera solicitar al economista Olesker que nos describa el 
funcionamiento del sistema. Una de las interrogantes que se me plantea tiene que ver con el comienzo del 
artículo 6% que señala: “El Sindicato Médico del Uruguay podrá disponer la escisión de sus servicios 
asistenciales”. Mi duda es si sólo lo podrá hacer el Sindicato Médico del Uruguay, por encontrarse en una 
situación particular. 


SEÑOR OLESKER.- El Sistema Nacional Integrado de Salud está formado, a partir de la ley —en realidad, 
lo está desde antes— por instituciones de asistencia médica colectiva sin fines de lucro que tienen distintas 
modalidades: cooperativas de profesionales, asociaciones mutuales, sociedades de producción sanitaria y 
otras. El Sindicato Médico siempre tuvo una excepcionalidad —inclusive, plasmada en la ley- porque no 
entraba en ninguna de las categorías. Por lo tanto, en principio, es la única institución de los cuarenta y 
ocho prestadores integrales que debería adecuar su forma jurídica; las demás entran perfectamente dentro 
de las cuatro modalidades —cinco con la creada en esta ley- ya definidas. Por eso el artículo es específico 
para esta institución. 


Con respecto a los gravámenes pasados y futuros, es obvio que se absorben las obligaciones, 
pero no las garantías de cesiones que se hubieren hecho para esos gravámenes. O sea, no es que no se 
tomen las obligaciones, sino que si la institución en el pasado afectó gravámenes de ingresos futuros que 
venían después de la escisión, esos gravámenes caen, pero no las deudas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Incluso el fideicomiso se podrá hacer cargo de ello. 


Sin pedir a los señores Senadores que se pronuncien sobre el proyecto de ley -cada uno de 
nosotros lo hará en el día de mañana— vamos a ver si podemos votar elevar esta Carpeta al Cuerpo. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar si elevamos la Carpeta N* 1421 al Senado 
para que sea tratada en la sesión del día de mañana. 


(Se vota:) 
8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Si el señor Senador Tajam está de acuerdo, se lo designa como miembro informante. 
Se pasa a considerar el proyecto de ley relativo a las cooperativas de profesionales de la salud. 
Léase el artículo 1*. 
(Se lee:) 


“Artículo 1*.- Las cooperativas de profesionales de la salud deberán adecuar su integración y 
funcionamiento al régimen jurídico vigente para las cooperativas de trabajo. 


Aquellas que no se adecuen a la modalidad referida se transformarán en instituciones de 
asistencia médica privada de profesionales sin fines de lucro y sus estatutos deberán ser compatibles con 
los estatutos tipo de las instituciones de asistencia médica colectiva.” 


En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, léase el artículo 2*. 
(Se lee:) 


“Artículo 2*.- Agrégase al artículo 6” del Decreto-Ley N* 15.181, de 21 de agosto de 1981, el 
siguiente literal: 


“D) Otras instituciones de asistencia médica privada de profesionales, las que 
proporcionen, sin fines de lucro, asistencia médica a sus afiliados y socios, y en las que 
el capital social haya sido aportado por los profesionales que obligatoriamente trabajen 


y» 


en ellas”. 
En consideración. 


SEÑOR ABREU.- Seguramente, lo que voy a preguntar tenga algún fundamento. No alcanzo a descifrar el 
significado de la expresión “profesionales que obligatoriamente trabajen en ellas”. ¿Qué quiere decir eso? 
¿Que están en una relación de dependencia de exclusividad o de qué clase? ¿A qué se refiere esa 
obligatoriedad? 


SEÑOR OLESKER.- Como se trata de una institución privada de profesionales sin fines de lucro, la idea es 
que aquellos que son propietarios —cooperativistas en la anterior situación— sean trabajadores efectivos, o 


sea, que realicen trabajos para la institución. En el caso de la relación SMU — CASMU, va a tener un efecto 
indudable cuando se transfieran los socios de una institución a otra, dado que no todos los de una de ellas 
trabajan. 


SEÑOR ABREU.- Sé que ahora no se puede modificar el artículo, pero creo que lo más conveniente sería 
hacer referencia a “los profesionales que efectivamente trabajen en ellas.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 3%. 
(Se lee:) 


“Artículo 3*.- Las entidades previstas en el literal D) del artículo 6% del Decreto-Ley N* 15.181, de 
21 de agosto de 1981, se regirán, en lo pertinente, por lo establecido en el artículo 6%, en los numerales 1) 
a 4) y 7) del artículo 7*, en los artículos 8* y 12 a 14, en los numerales 1) a 8) y 10) a 12) del artículo 15, en 
los artículos 16 y 19 a 21, en el artículo 22 —a excepción del literal H)- en los artículos 23 a 42, en el inciso 
primero del artículo 43, en los artículos 44 a 69, 73 a 75, 77, 81, 82 —a excepción del literal D)- y 83 a 96, 
en el inciso primero del artículo 101 y en el inciso primero del artículo 102 de la Ley N* 18.407, de 24 de 
octubre de 2008.” 


En consideración. 
SEÑOR HEBER.- Me gustaría saber qué hace este artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con este artículo se otorgan todas las competencias que tienen las lAMC, salvo 
las establecidas en el literal H). 


SEÑOR HEBER.- Supongo que se trata de la adecuación de los otros artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En virtud de que se creó un nuevo literal D), mediante el artículo 3? se otorga a 
las entidades previstas en el literal D) del artículo 6% del Decreto-Ley N* 15.181 todas las competencias de 
otras legislaciones —como por ejemplo las de la Ley de Cooperativas— salvo las del literal H). 


SEÑOR COURIEL.- En realidad, quedan exceptuadas las competencias que figuran en los literales H) y 
D). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 4*. 
(Se lee:) 


“Artículo 4”. (Destino de los excedentes netos del ejercicio).- La Asamblea General Ordinaria 
determinará el destino de los excedentes netos del ejercicio, de acuerdo con el siguiente orden: 


1) Abonar los intereses a pagar a los instrumentos de capitalización que 
correspondan. 


2) Recomponer los rubros patrimoniales cuando hayan sido disminuidos por la 
absorción de pérdidas de ejercicios anteriores y compensar pérdidas aún pendientes de absorción. 


3) El 15% (quince por ciento), como mínimo, para la constitución de un Fondo de 
Reserva Legal, hasta que éste iguale al capital, reduciéndose al 10% (diez por ciento) a partir de ese 
momento y cesando al ser triplicado el capital. 


El saldo será destinado al reparto entre los socios en concepto de retorno o a pagar intereses a 
las partes sociales integradas hasta el máximo de interés corriente en plaza, según determine la 
Asamblea.” 


En consideración. 


SEÑOR HEBER.- El último inciso expresa que “El saldo será destinado al reparto entre los socios en 
concepto de retorno o a pagar intereses a las partes sociales integradas hasta el máximo de interés 
corriente en plaza, según determine la Asamblea.” Simplemente, quisiera hacer un comentario: no veo 
nada que defina mejor el lucro que este inciso. 


SEÑOR OLESKER.- Esto ya figuraba en la ley de cooperativas profesionales y aquí, como simplemente 
pasa a una nueva fórmula, lo que se hace es determinar cómo se puede distribuir el excedente. Queda 
claro que excedente y lucro no es lo mismo porque el primero se transforma en el segundo bajo ciertas 
circunstancias. Entonces, esto simplemente repasa lo que ya tenían las cooperativas de profesionales en 
materia de distribución de sus excedentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 5. 
(Se lee:) 


“Artículo 5%.- Las cooperativas de profesionales de la salud que funcionen como cooperativas de 
trabajo y aquellas que se transformen en instituciones de asistencia médica privada de profesionales, 
deberán presentar toda la información asistencial y económico financiera que les sea requerida por el 
Ministerio de Salud Pública y por la Junta Nacional de Salud, de conformidad con las normas vigentes.” 


En consideración. 
Si no hay observaciones, pasamos al artículo 6*. 
Léase. 

(Se lee:) 


“Artículo 6*.- A los efectos tributarios, las instituciones de asistencia médica privada de 
profesionales, previstas en el literal D) del artículo 6% del Decreto-Ley N* 15.181, de 21 de agosto de 1981, 
tendrán igual tratamiento que el establecido por la Ley N* 18.083, de 27 de diciembre de 2006, para las 
instituciones de asistencia médica colectiva.” 


En consideración. 
Léase el artículo 7*. 
(Se lee:) 


“Artículo 7*.- Las instituciones comprendidas en el artículo 6% del Decreto-Ley N* 15.181, de 21 
de agosto de 1981, en la Ley N* 17.548, de 22 de agosto de 2002, y las sociedades de asistencia médica, 
mantendrán todas las exoneraciones de los aportes patronales jubilatorios a la seguridad social, cuando de 
sus estatutos surja que no persiguen fines de lucro.” 


—En consideración. 
Léase el artículo 8* 
(Se lee:) 


“Artículo 8%.- Las cooperativas constituidas con anterioridad a la fecha de la promulgación de la 
presente ley, que se transformen en instituciones de asistencia médica privada de profesionales, previstas 
en el literal D) del artículo 6” del Decreto-Ley N* 15.181, de 21 de agosto de 1981, dispondrán de un plazo 


de dos años a partir de la vigencia de la presente ley para adecuar sus estatutos sociales. A tal efecto se 
inscribirán en el Registro de Personas Jurídicas, Sección Registro Nacional de Comercio. 


Desde la vigencia de la Ley N* 18.407, de 24 de octubre de 2008, hasta el vencimiento del plazo 
previsto en el inciso anterior, las referidas cooperativas mantendrán las exoneraciones fiscales establecidas 
en los artículos 6* y 7% de esta ley. Asimismo, durante dicho término y durante su transformación, se 
continuarán rigiendo por los estatutos sociales actualmente vigentes y por las normas referidas en el 
artículo 3% de esta ley, en cuanto sean compatibles.” 


En consideración. 


SEÑOR ABREU.- Simplemente quisiera saber cuál es la razón por la que se establecen los dos años y si 
esto obedece a que es un plazo relativamente razonable. 


SEÑOR OLESKER.- Esto obedece a una sugerencia de la Federación Médica del Interior ante la Comisión 
de la Cámara de Representantes, dada la complejidad que presenta el armar los estatutos. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Se va a votar el pase de este proyecto de ley a la consideración del Senado. 
(Se vota:) 
—9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
SEÑOR TAJAM..- Propongo que el miembro informante sea el señor Presidente de la Comisión. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Con mucho gusto. 

No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 58 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


